PROYECTO DE COMUNICACIÓN.

Pedido de Informes.

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al poder Ejecutivo que el Tribunal de Cuentas de la Provincia y el organismo pertinente responsable del control interno de la Administración Central, dependiente del Superior Gobierno de la Provincia, que respondan los siguientes aspectos relacionados con los subsidios otorgados  a empresas prestatarias del servicio público de transporte de pasajeros:

1) Si fueron cumplimentadas las rendiciones de cuenta correspondientes, a los subsidios del transporte público de pasajeros tanto de jurisdicción provincial como municipal, pertenecientes al fideicomiso, del cual el gobierno provincial fuera designado como beneficiario según las Res. Conj. 18/02 y 82/02 de los Ministerios de la Producción y de Economía de la Nación.

2) Si se dio cumplimiento a lo establecido por los artículos 203, 205, 206 y 218 de la Ley de Contabilidad de la Provincia (Dec. Ley 1757/56)

3) Si las personas físicas y/o jurídicas que recibieron por parte del estado provincial los recursos que con específica afectación formaban parte de los bienes fideicometidos, de los cuales fue beneficiaria la provincia y estaban destinados a garantizar la seguridad y la continuidad en el transporte público de pasajeros, han presentado las rendiciones de cuenta correspondientes a su condición de “responsables con la administración”.

4) Se remitirán copia de las actuaciones labradas por el Tribunal de Cuentas de la Provincia y/o quien corresponda, en virtud de tales rendiciones de cuenta por cada una de las transferencias efectuadas en los términos del Dec. 652/02 del gobierno nacional.

Fundamentos.

Señor Presidente:

La utilización y el destino de los subsidios del transporte público de pasajeros en la ciudad de Santa Fe, ha generado en los últimos meses un extenso debate, motivado por las sospechas que generan la falta de control tanto sobre quienes en definitiva resultan beneficiarios de los mismos, en cuanto si cumplen o no con las condiciones  previstas por las Res. Conj. 18/02 y 82/02, en su art. 8 que son aplicables también a las empresas prestatarias del servicio de jurisdicción provincial o municipal, como así también, las sospechas que se generan por el destino de dichos importes, donde tampoco consta que haya existido control alguno.

El objeto del subsidio creado por el Decreto Nac. 652, claramente estuvo direccionado a evitar que se agravara la emergencia del transporte a partir de la devaluación, buscando garantizar “la seguridad y la regularidad en la prestación del servicio”.

Con relación al transporte de jurisdicción provincial y municipal, la Nación, dispone que sean los Estados Provinciales los “beneficiarios” del fideicomiso al cual se destinaban los recursos correspondientes al porcentaje determinado del gasoil. Es decir la provincia recibe como beneficiario del fideicomiso tales recursos y debe reorientarlos a las empresas prestatarias del servicio, en la forma y condiciones determinadas por la ley.

La Res. Conj.  18 y 84 a las que ya hemos hecho referencia, en su art. 4ª dispone:

“ Designase, de conformidad al régimen provisorio de la presente resolución, como beneficiarios del FIDEICOMISO, creado por el art. 12 del Dec. 976/01, a los ESTADOS PROVINCIALES DE LA NACIÓN ARGENTINA, quienes determinarán la aplicación de los bienes fideicometidos a líneas de transporte afectadas al servicio público por automotor regular urbano y suburbano de pasajeros sujetos a jurisdicción provincial o municipal de su territorio, en los términos del Decreto 652/02 y conforme al plexo jurídico local aplicable y las pautas que surgieren de los convenios previstos en el art. 5.

Al ser la provincia beneficiaria de los bienes fideicometidos, pasa a ser titular de los mismos, ya que de acuerdo a lo que estipula este tipo contractual, el fiduciante (el Estado Nacional) transfiere la propiedad de los bienes fideicometidos (la suma ingresada como porcentaje del gasoil) al fiduciario (el Banco Nación) para su administración, con el objeto de destinarlo a quien resulte su beneficiario (en este caso la provincia) quien pasa a tener la propiedad de los mismos.

Aunque por un término limitado, pero la provincia tuvo al fin la propiedad de esos fondos. En efecto, la última parte del artículo antes citado señala “ La distribución que efectuarán los estados provinciales entre las líneas regulares urbanas y suburbanas sujetas a jurisdicción provincial o municipal deberá ser realizada en un plazo no mayor de los 5 (cinco) días inmediatos posteriores al depósito de los fondos correspondientes en las respectivas cuentas del beneficiario”

Con plazo y con una afectación específica, pero no se puede negar que la provincia como beneficiaria del fideicomiso, tuvo y tiene en cada partida la propiedad de tales recursos y le corresponde por lo tanto a la utilización de estos recursos los términos de la Ley de Contabilidad, que claramente señala en su art. 203  que “ Es responsable con la administración Publica toda persona de existencia física o ideal que sin pertenecer a ella, reciba del Estado, fondos, valores o especies cualquiera sea el carácter de dicha entrega –beneficio, subvención, donación, subsidio, contribución, sostenimiento, aporte, etc.- y siempre que la misma no constituya contraprestación del Estado, indemnización o pago de servicios. Todo responsable con la Administración Pública está obligado a rendir cuenta documentada o justificable, en la forma y tiempo que se establecen en esta Ley y su reglamentación”

Y está bien que así sea, en particular cuando se trata de subsidios que se prolongan en el tiempo, ese necesario control es el que garantiza que no se despilfarren los fondos del estado, ya que cuando por alguna razón en particular, el Estado acude en auxilio de algún sector en particular y a ello se destinan dineros del conjunto, deben respetarse no solo las condiciones para acceder a tales beneficios, sino también deben rendirse de manera suficiente la utilización que a los mismos se le dio.

La Nación, dejó en claro en el Decreto 976/01  de creación del Fondo Fiduciario, que el mismo estaba sujeto a los controles de la Sindicatura de la Nación y de la Auditoria General, pero ello obviamente para el destino de los fondos nacionales, hasta su entrega a los “beneficiarios” del fideicomiso, que en relación a este punto son las empresas prestatarias del servicio con jurisdicción nacional, y los estados provinciales por el resto.

La Provincia determinó que sería ella quien controlara las condiciones de otorgamiento de los beneficios para el caso de las empresas prestatarias del servicio de jurisdicción provincial y los municipios para el resto. Para ello exigió de cada municipio declaraciones juradas mes por mes de cuales eran las unidades habilitadas y en condiciones de cobrar el monto del subsidio, cuestión, en el caso de la Municipalidad de Santa Fe, que está siendo investigado si en realidad se abonaron subsidios por unidades que no reunían las condiciones requeridas por la normativa vigente.

Pero en cuanto a la utilización de esos recursos del Estado, al haber sido la provincia la que dispuso el otorgamiento de tales fondos a las personas físicas y jurídicas que finalmente resultaron beneficiarias en última instancia, el control de la rendición de cuentas correspondiente, jamás pudo ser delegado en otra dependencia u organismo, que en los que determina la Ley de Contabilidad de la Provincia.

Por esa razón, requerimos el presente pedido de informes, a efectos de poder allí dilucidar, por que razón, mas de 10 millones de pesos que en menos de 2 años ingresaron en concepto de subsidios a las empresas prestatarias del servicio en la ciudad de Santa Fe, no parecen reflejarse ni en las condiciones de seguridad de las unidades que prestan servicio, ni en las condiciones laborales de su personal, ni en la condiciones de regularidad que el mismo tuvo durante el período donde sin ningún control se hicieron entrega de estos subsidios, se hace necesario saber si dicha situación no se repite en otros localidades de la provincia acrecentando la problemática.

Por todo lo expuesto solicito a mis pares el acompañamiento en la aprobación del presente proyecto de Comunicación.

